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INTRODUCCIÓN

§1. Análisis común de la representación, fundado en una consideración que no se refiere a su esencia íntima: necesidad de llevar la investigación a su núcleo interno

La concepción doctrinal de la representación, hoy más atendible, parece ser aquella por la cual, sobre la huella de los textos del Código civil vigente (arts. 1387-1399), se la identifica con el hecho de que Tirio obre en nombre de Cayo, con efecto para este último, y se fija su núcleo esencial en la sustitución, hecha evidente al tercero, de un sujeto a otro en el cumplimiento de un acto jurídico1.

Pero tal sustitución es unánimemente supuesta por los autores como, no sólo fisica, sino también jurídica, en el sentido de que la producción de los efectos jurídicos del acto se debe, como a su «causa» – usando la palabra en una acepción no distinta de la que le asignan las ciencias naturales–, a la voluntad de los sujetos que en ella participan.

En nuestra opinión, dicha concepción de la representación no responde a la verdad.

Tenemos la esperanza de que una demostración convincente de la tesis pueda encontrarla el lector en las dos partes sucesivas de nuestra exposición.

Aquí nos urge únicamente hacer notar que la mencionada explicación del instituto se funda en una consideración que no llega a su esencia íntima.

Ello ocurre porque se han visto inducidos a transferir su verdadero sentido a un negocio que siempre precede al desarrollo de la actividad representativa, a saber, al mandato.

De ese modo, resulta inevitable que se quede, por así decirlo, en el exterior de la representación, en cuanto está ella constituida precisamente en sí misma por dicha actividad.

Todo esto proviene del grave error de una infravaloración del concurso del precepto legislativo, el cual se relega a una especie de vaga penumbra, o por lo menos a un plano subordinado y secundario.

Si se quieren obtener resultados verdaderamente satisfactorios, es decir, dotados de una mayor racionalidad y coherencia en comparación con los hasta ahora logrados por la doctrina, es necesario, a nuestro entender, colocar la acción del representante como tal, tomado en su simple materialidad, frente por frente a la ley, y preguntarse cuál es el comportamiento adoptado por ésta en relación a esa misma acción.

Ahora bien, de hecho el ordenamiento no se limita ya a declarar únicamente la admisibilidad de la representación, sino que hace mucho más.

En efecto, realiza una propia valoración de la respectiva hipótesis, y (partiendo del supuesto de que la acepte en los términos resultantes de la descripción anteriormente esbozada) otorga su sanción al correspondiente actuar empírico de los particulares.

Pero aquí conviene preguntarse qué significa y qué implica la concesión de la sanción legal.

Por una parte, aparece claro que la ley habrá de formarse y se forma una propia idea o representación de nuestra relación, tal como surge de la vida práctica, pero una idea que no coincide nunca, ni puede coincidir, con la concepción vulgar, mucho más vaga y por así decirlo, en estado bruto.

Por otra parte, y simultáneamente, la misma ley propenderá a realizar aquella idea, formulando oportunos preceptos dirigidos a los súbditos, mediante los cuales vendrán precisamente a crearse las modificaciones jurídicas necesarias para la fundación de la relación tal cual ella la concibe.

En este punto se encara el problema de cómo ocurren las indicadas modificaciones: en otras palabras, se delinea la cuestión consistente en establecer si y de qué especie de causalidad debe hablarse a propósito del nacimiento de los «efectos jurídicos» propios de cada acto representativo y de la producción de ellos en relación al representado y no al representante.

A solucionar esta cuestión contemplada en su expresión más general, va dedicada toda la primera parte del volumen, y a ella remitimos al lector.

En definitiva, allí se sostiene que, una vez rechazada la concepción totalmente materialista de dicha forma de causalidad, que actualmente predomina en la doctrina, cabe recurrir a un concepto de causa fundado en el nexo racional existente entre la voluntad del legislador y los «efectos» por él predispuestos en la reglamentación de una u otra determinada materia (véase Parte I, § 4): el análisis de dicho nexo lleva luego a la conclusión de que la «causa» investigada puede conceptuarse identificable con la «finalidad inmediata esencial», perseguida por la ley mediante la recordada reglamentación.

Lo que nos urge subrayar en esta sede, es: 1º) que el procedimiento por nosotros seguido para investigar cuál sea la verdadera entidad sustancial de la representación es susceptible de aplicación a todo el campo del derecho interno, privado y público (véase Parte I, nota 52); 2º) que, ello no obstante, la entrevista noción de causalidad puede resultar provechosa como nuevo medro de interpretación de las leyes, únicamente cuando se encuentre frente a un conjunto orgánico de preceptos jurídicos suficiente para dar vida a un verdadero y propio «instituto»2.

De la primera observación es lícito inferir una evidente y no despreciable confirmación de la validez de nuestra tesis; pero ella es tal, que un desarrollo ilustrativo de la misma, aunque sumario, se conciliaría lógicamente mal con el objeto, bien definido, de nuestro ensayo, y a fortiori debería juzgarse totalmente fuera de lugar en relación al de la presente introducción.

La segunda observación exige imprescindiblemente alguna aclaración, que, por el contrario, pasamos a exponer aquí inmediatamente.

§2. La «causa jurídica» de las normas como nuevo elemento hermenéutico de ellas: limitación de su empleo a los institutos jurídicos

Para darse mejor cuenta de lo fundado de nuestra tesis, conviene profundizar lo más posible la investigación en la esencia y en la función peculiares de lo que creemos poder designar con la locución de «elemento causal» de las normas.

Al efecto, creemos que puede resultar no poco fructuoso confrontar el medio hermenéutico de que tratamos con el otro que suele calificarse de «lógico».

Sabido es que este segundo medio, en contraposición con el elemento literal, tiende a comprobar cuál sea el espíritu, la razón de ser, o la mens de una determinada norma o de varias normas.

Más concretamente, la interpretación de una disposición legislativa que se sirva de tal medio lógico, tiende a esclarecer cuál haya sido la finalidad inspiradora de la disposición, en la disciplina de una determinada relación típica.

A primera vista, parecería que debiera existir gran afinidad entre nuestro elemento (causal) y el elemento antedicho; pero la semejanza es sólo aparente.

De hecho, es fácil observar: 1º) que la aplicación del medio hermenéutico, fundado en el pensamiento o, como también se suele decir, en la «intención» de la ley (véase art. 12, primer apartado, de las Disposiciones preliminares al Código civil) puede referirse perfectamente a un conjunto de preceptos legislativos, pero puede tener también por objeto un solo precepto, considerado aisladamente; 2º) que la razón de ser de un precepto legal, tal cual resulta investigada por la interpretación lógica, se vincula siempre estrechamente con las mismas relaciones sociales contempladas por el legislador, o en otros términos, se halla situada al exterior de dicho precepto3.

En cuanto al «elemento causal», las cosas ocurren en realidad muy de otra manera.

Respecto de su sustancia, bastará notar que el límite a que está sujeto en su aplicación práctica, se explica por su misma naturaleza.

En efecto, resolviéndose él, como vimos (supra, § 1) en una finalidad inmediata y esencial entre otras varias, de un determinado ordenamiento, síguese necesariamente de ello que la posibilidad de su empleo postula la existencia de un conjunto de reglas conexas entre sí, en relación con las cuales el medio de que tratamos puede cumplir su oficio de realizar una síntesis capaz de hacer discernir, entre dichas reglas, las fundamentales o esenciales.

Con ello creemos que queda afirmado que la «causa» se origina y está llamada a desplegar por entero su acción en el interior del sistema legislativo.

Por otra parte, fácil es advertir que todo lo anteriormente expuesto sirve también para comprender su función peculiar.

Ésta puede formularse en los términos siguientes: descubrimiento del oculto germen vital, entendido ideológicamente, de un instituto jurídico, germen susceptible de ser obtenido por la reducción a unidad orgánica de todos los «efectos» que concurren simultáneamente a formar la trama del mismo instituto.

§3. La «causa jurídica» en los contratos, en general

Para una mejor comprensión de cómo se manifiesta de hecho nuestro medio hermenéutico, y de cómo pueda efectuarse concretamente su empleo, no será inoportuno considerarlo también en relación a los contratos, materia de las más atendibles de la vida asociada por la extrema complejidad de su elaboración legal, no menos que por su importancia práctica, y donde la calificación de «instituto jurídico» para alguno de los esquemas contractuales, típicos o no, previstos por nuestro ordenamiento, debe reputarse indudablemente siempre apropiada.

No habría que excluir a priori que surgieran dudas acerca de la posibilidad de evitar, en una u otra contingencia, la confusión entre la «causa jurídica», tal cual la hemos delineado nosotros con referencia a la mencionada materia, y la «causa» de la cual habla el Código civil en los arts. 1325 y 1343-1345.

Efectivamente, ambas revisten un carácter «final» y operan sobre idéntico objeto, representado por una relación jurídica patrimonial constituida entre varios sujetos (el contrato), que ellos entienden crear y crean entre sí a fin de procurarse la satisfacción de una necesidad propia.

Pero un más atento examen lleva a descubrir la existencia de una tan profunda diferencia entre las dos entidades de que tratamos, que hacen inconsistente dicho temor.

En efecto, mientras la «causa» mencionada en el art. 1325 es correctamente definida como la finalidad objetivamente considerada, en virtud de la cual cada una de las partes se ve inducida a concluir el contrato4, nuestra «causa jurídica» se identifica, por el contrario, con el fin inmediato y esencial perseguido por la ley al reglamentar aquella relación, esto es, al establecer todos sus efectos jurídicos.

Es suficiente la enunciación de esta antítesis para advertir inmediatamente, con toda claridad, cuáles y cuántas sean las modalidades que marcan una diferencia insalvable entre las dos formas de «causa».

Me limitaré a consignar sólo algunas, entre las más dignas de mención.

Un hecho de capital importancia lo da la diversidad intrínseca de las fuentes de donde dimanan las dos distintas voluntades.

En un caso (causa de que se habla en el art. 1325), el autor de la declaración de voluntad es un particular; en el otro, quien quiere el fin, es el legislador.

De aquí una ulterior y profunda divergencia, toda vez que aparece incontestable que a la primera voluntad será siempre connatural el atributo de la concreción, al paso que la segunda voluntad es siempre, y necesariamente, abstracta.

Así, pues, se comprende perfectamente que la causa, en su primera forma, puede haber sido definida como un elemento o «requisito» del contrato, como un quid, por consiguiente, que entra a constituir parte integrante de él.

En cambio, la finalidad de la ley queda fuera de la relación contractual, e incluso la trasciende, dominándola.

La «finalidad» a que tiende el particular con la conclusión del contrato, precisamente por estar vinculada a una voluntad concreta, agota por lo común su cometido al dar vida plausible a la relación; mientras que la antedicha finalidad está destinada a desplegar por entero su propia acción después de que el contrato haya sido concluido, toda vez que su razón de ser debe buscarse, toda ella, en una coordinación de los efectos jurídicos inherentes al contrato, ya perfeccionado.

De este modo se explica también que en la rúbrica puesta al frente de los arts. 1343-1345 del Código civil haya podido emplearse la locución «causa del contrato», en un sentido, naturalmente, sólo racional: menos equívocamente se hubiera debido hablar de causa justificativa, desde el punto de vista práctico, del contrato, considerado en la plenitud de su ser, empírico y jurídico.

Por el contrario, en orden a la «causa jurídica», sería francamente absurdo sostener que ella haya generado una determinada relación contractual; sólo se podrá afirmar, por el contrario, que en ella radica la «causa» (en sentido finalístico) de los preceptos emanados de la ley a fin de disciplinar el tipo a que pertenece dicha relación y, en consecuencia, de los «efectos jurídicos» estatuidos por ellos.

Otra modalidad, no menos importante que la señalada anteriormente, la constituye el contenido sustancial, correspondiente, de las dos especies de causa.

El de la «finalidad» del contratante se identifica con la consecución, por la contraparte, de una o varias prestaciones, en correspondencia o no a una prestación propia.

Si se quiere investigar el valor intrínseco asignado por el particular a la mencionada consecución, se encuentra que dicho valor no es sólo económico o empírico, sino también necesariamente jurídico.

Pero la calificación jurídica dada por él a las prestaciones está siempre, no sólo confinada a un segundo plano más o menos confuso5, sino que resultará siempre también manca e imperfecta, en comparación con la eficiencia jurídica, desplegada toda ella, y conferida por el legislador a la relación,

En definitiva, se puede decir que la «finalidad» de que nos ocupamos, tiene una impronta prevalente o fundamentalmente empírica, toda vez que, en cuanto al aspecto jurídico del contrato, el sujeto se remite –salvo particulares y excepcionales determinaciones de la propia voluntad– a la persistente voluntad de la ley6». El contenido de nuestra «causa jurídica», que en último análisis permite ser resumido en la regulación imperativa de la relación contractual, es mucho más rico, definido con todo detalle y coherente que el otro, propio de la causa prescrita por el art. 1325 del Código civil; pero –lo que más importa— es de naturaleza entera y exclusivamente jurídica, constando de todos los efectos jurídicos del contrato, que pueden reducirse a un solo núcleo ideológico central.

De nada serviría objetar que la ley no puede prescindir nunca del factor empírico de las relaciones sociales.

Es ésta una observación que nos guardamos bien de discutir, pero es cierto, igualmente, que esa misma ley, aun partiendo de la consideración del indicado factor, consigue transformarlo para sus fines, dentro de la serie de sus propios preceptos, imprimiéndole un nuevo sello, formado precisamente por la juridicidad.

Finalmente, hay que recordar que a la causa contemplada por el citado art. 1325 le reconoce concordemente la doctrina el atributo en virtud del cual ella es apta, mejor que ningún otro elemento, para suministrar un remedio eficaz en orden a la individualización de los diversos tipos de contrato7.

Ahora bien, a nuestro juicio hay que reconocer que, no sólo dicha característica es propia también de la «causa jurídica» peculiar de la materia contractual, sino que entre los dos remedios el segundo presenta, en parangón con el primero, una mucho mayor eficiencia y seguridad de empleo.

En demostración de nuestro aserto, permítasenos aducir solamente el caso del contrato estimatorio, o, según se lo denominaba a mediados del siglo XVIII en Alemania, «contrato del ropavejero (Trödelvertrag).

§4. El contrato estimatorio: su individualización jurídica con referencia particular a la venta, considerada desde el punto de vista causal

Según el art. 1556 del Código civil, dicho contrato tiene lugar cuando «una parte entrega una o más cosas muebles a otra, y ésta se obliga a pagar su precio a menos que restituya las cosas en el plazo establecido».

A fin de justificar la presente investigación, no será superfluo exponer inmediatamente las razones que han hecho posible –especialmente en los últimos tiempos después de la entrada en vigor del nuevo código– el desenvolvimiento de un amplio debate entre los comentaristas, encaminado a aquilatar la naturaleza jurídica de la mencionada relación contractual.

El hecho de haberle atribuido el legislador un nombre especial y de haberlo hecho objeto de





































Notas


















OEBPS/img/portada.jpg
FBOOTLCA OF DERELNO PRIVADD

CAUSALIDAD JURIDICA
Y REPRESENTACION

—_—
B |
o
=
Z
,
=
£
-






